Boletín N° 1177-07-3.


Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica disposiciones del Código Penal que sancionan casos de corrupción y  los estatutos que indica. �


_____________________________________________________


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en  tercer trámite constitucional, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en moción de los señores Allamand, don Andrés; Barrueto, don Víctor; Bombal, don Carlos; Cornejo, don Aldo; Chadwick, don Andrés; Espina, don Alberto, Longton, don Arturo; Ribera, don Teodoro; Urrutia, don Raúl, y Viera-Gallo, don José Antonio.


Antecedentes.


	— Envío a la Comisión.


	La decisión de enviar este proyecto en informe a esta Comisión fue adoptada por la Corporación en su sesión 2ª ordinaria, del 7 de octubre de 1998.


	— Contenido reglamentario de este informe.


	De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 116 del Reglamento, en su informe la Comisión debe pronunciarse sobre el alcance de las modificaciones introducidas por el Senado, que fluye de su análisis comparativo con el proyecto aprobado por la Cámara y de los diversos antecedentes que conforman la historia fidedigna de su establecimiento. 


	Además, si la Comisión lo estimare conveniente, su informe debe contener una recomendación sobre la aprobación o el rechazo de las enmiendas propuestas. 


	Forma parte de este informe el texto comparado elaborado por la Secretaría de la Comisión entre las normas del Código Penal y las disposiciones aprobadas por la Cámara de Diputados y el Senado.


	— Quórum especiales de votación.


	No hay en el proyecto normas de carácter orgánico constitucionales ni de quórum calificado.


	— Personas invitadas.


	Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración de los profesores Tito Solari Peralta, de la Universidad Católica de Chile, y Felipe González Morales, de la Universidad Diego Portales.


	— Ideas matrices o fundamentales. 


	Tal como se expresara en el primer informe emitido por esta Comisión, las ideas matrices o fundamentales, esto es, las situaciones, materias o problemas específicos existentes y a cuya solución tiende esta iniciativa legal, eran dos:


	1) Prevenir y reprimir la corrupción, mediante la sanción de las conductas contrarias a la probidad en la Administración.


	2) Establecer mecanismos de defensa de los funcionarios públicos probos y honestos, e impedir la formulación de denuncias irresponsables sobre la comisión de actos calificados de corruptos por parte de terceros.


	— Antecedentes generales.


Las disposiciones del Código Penal que sancionan a los empleados públicos que incurren en conductas contrarias a la probidad, datan de hace cien años y fueron dictadas bajo circunstancias históricas muy diferentes a las actuales.


	La moción en informe representa un intento para introducir modificaciones parciales a esta normativa legal, en aquellos preceptos del Código Penal más directamente relacionados con la protección de la probidad, como un bien propio del ejercicio de la función pública, cualquiera que sea, así como agregar nuevos tipos penales para sancionar conductas que, siendo igualmente  reprobables, no están consideradas como delitos en la actualidad. 


Lo anterior, sin dejar de reconocer que es necesario una revisión más completa y exhaustiva del Código Penal en relación con los delitos contra la Administración.


	— Relación descriptiva del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados 


	La Cámara de Diputados aprobó, en el primer trámite constitucional, un proyecto de ley que consta de tres artículos permanentes.


	Por el artículo 1º se introducen diversas modificaciones en el Libro II del Código Penal, en las siguientes materias:


a) Título III, relativo a los crímenes y simples delitos que afectan a los derechos garantidos por la Constitución, específicamente  en su párrafo 4, que trata de  los agravios inferidos por funcionarios públicos a los derechos garantidos por la Constitución. Concretamente, respecto del delito de exacciones ilegales que sanciona su artículo 157.


	b) Título V, relativo a los crímenes y simples delitos cometidos por empleados públicos en el desempeño de sus cargos, particularmente en su párrafo 6, que sanciona los fraudes y exacciones ilegales, artículos 240 y 241, en el cual se agrega un artículo 241 bis para castigar el delito de enriquecimiento ilícito; y párrafo 9, que pena el cohecho, artículos 248, 249 y 250. 


	c) Título V, con el fin de incorporar un nuevo párrafo, signado con el número 12 bis, para sancionar el tráfico de influencias y el uso  indebido de secretos e información privilegiada, que comprende los artículos 259 bis, 259 bis A y 259 bis B.


	d) Título VI, relativo a los crímenes y simples delitos contra el orden y la seguridad públicos cometidos por particulares, párrafo 1, atentados y desacatos contra la autoridad, para agregar un artículo 268 bis y sancionar al que, por cualquier medio fraudulento o mediante engaño, induzca a un funcionario público para obtener un acto administrativo contrario a la ley.


	El artículo 2° modifica el artículo 84 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, con el propósito de complementar el derecho a defensa jurídica que corresponde al empleado público que ha sido objeto de una denuncia o acusación declarada calumniosa, para perseguir las responsabilidades civiles y penales pertinentes.


	El artículo 3º modifica, con igual propósito, el artículo 88 de la ley Nº 18.883, sobre Estatuto Administrativo para los Funcionarios Municipales.


Resumen de los acuerdos adoptados por la Comisión. 


	Vuestra Comisión ha acordado recomendaros que tengáis a bien aprobar las siguientes adiciones o enmiendas introducidas por el Senado al proyecto aprobado por la Corporación:


	— Artículo 1°:


Nº 1, letra a), que modifica el inciso primero del artículo 157 del Código Penal.


Nos. 2 y 3, nuevos, del Senado, que suprimen los artículos 216, 217, 218 y 219, y sustituyen el artículo 220 del Código Penal.


Nºs 7 y 8, nuevos, del Senado, que modifican el artículo 246 y agregan un artículo 247 bis, nuevo.


	— Artículo 2°.


	Su supresión.


— Artículo 3°.


	Su supresión.


	— Artículo 2º, nuevo, del Senado.


--------


	A la inversa, vuestra Comisión ha acordado recomendaros el rechazo de las siguientes adiciones y enmiendas introducidas por el Senado al proyecto, con el fin de provocar de esta forma el trámite de la comisión mixta previsto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República e instar al restablecimiento de la normativa suprimida o modificada.


	— Artículo 1°:


Nº 1, letra b), que deroga el inciso segundo del artículo 157 del Código Penal.


Nº 4, que modifica el artículo 240.


Nº 5, nuevo, del Senado, por el cual se introduce un artículo 240 bis.


Nº 6, que sustituye el artículo 241.


La supresión del Nº 4 de la Cámara, por el cual se agregaba un artículo 241 bis.


Nº 9, del Senado,  por el cual se sustituyen los artículos 248, 249, 250 y 251 por los artículos 248, 248 bis, 249, 250, 250 A, 250 B y 251.


La supresión del Nº 8 de la Cámara, por el cual se agrega un párrafo 12 bis en el título V del Libro II del Código Penal, con el fin de sancionar el tráfico de influencias y uso indebido de secretos e información privilegiada.


La supresión del Nº 9 de la Cámara, por el cual se agrega un artículo 268 bis en el Código Penal.


Texto del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados; adiciones o enmiendas introducidas por el Senado y su alcance, y acuerdos adoptados por la Comisión


	En esta parte del informe se consignará una breve síntesis de las disposiciones aprobadas por la Cámara, el sentido y alcance de las adiciones o enmiendas introducidas por el Senado, seguido del debate habido en la Comisión, cuando corresponda, para terminar con los acuerdos adoptados en orden a recomendar la aprobación o el rechazo de tales adiciones o enmiendas.


	Dado que la Cámara de Diputados debe pronunciarse sobre las adiciones o enmiendas del Senado, la relación siguiente se hará respetando la nueva estructura y numeración del articulado del proyecto, indicándose, al analizarse cada artículo, si es de la Cámara o del Senado.


	Como ya se ha señalado, el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados consta de un total de tres artículos permanentes. El primero de ellos, con nueve enmiendas específicas en el Código Penal


	El aprobado por el Senado consta sólo de un artículo único, con nueve enmiendas en el Código Penal.


Artículo 1° del proyecto.


	Contiene las modificaciones puntuales en el Código Penal.


N° 1 de la Cámara de Diputados.


	Modifica el artículo 157 del Código Penal. 


	Ubicado en el título que trata de los crímenes y simples delitos que afectan los derechos garantidos por la Constitución, concretamente en el párrafo que se refiere a los agravios inferidos por funcionarios públicos a los derechos garantidos por la Constitución, sanciona a "Todo empleado público que sin un decreto de autoridad competente, deducido de la ley que autoriza la exacción de una contribución o de un servicio personal, los exigiere bajo cualquier pretexto", con la pena de inhabilitación especial temporal para el empleo en cualesquiera de sus grados y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales.”. 


	Según el inciso segundo, "Si la exacción de la contribución se hiciere con ánimo de lucrarse, el empleado culpable será considerado y penado como procesado por estafa.".


	La Cámara de Diputados acordó la sustitución del inciso segundo, con un triple propósito.


	Hacer extensiva la sanción, en caso de actuarse con fines de lucro, a los casos en que se pidiere (y no exigiere) una contribución o un servicio personal, penándose tales acciones con las penas previstas para la estafa, en su grado máximo, atendido el monto de lo defraudado, con lo cual la pena sería de presidio menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años). 


	La sustitución de la voz "hiciere" por "pidiere", que se hizo con el fin de disminuir el grado de exigencia en la conducta solicitada, bastando así, solamente, una petición y no una exigencia. 


	Por último, la pena se aumenta en un grado si la contribución fuere pagada o el servicio personal prestado.


--------


	El Senado optó por modificar el inciso primero, con el fin de establecer una penalización más grave, reemplazando la inhabilitación especial temporal para el empleo que, entre otros efectos, produce la privación del cargo o empleo en que recaen (art. 39 del Código Penal), por la de inhabilitación absoluta temporal para cargos y oficios públicos en general, durante el tiempo de la condena (art. 38 del Código Penal).


	En general, en el Senado hubo consenso en incrementar las penas de inhabilidades para desempeñar los cargos u oficios públicos que se establecen tanto para el delito de la exacción ilegal, que se sanciona en el artículo 157, como de otros delitos en que incurren los funcionarios públicos, por cuanto resulta del todo pertinente que estas personas no puedan prestar servicios en la administración pública toda, no sólo respecto del empleo u oficio que se encontraban sirviendo al momento de la perpetración del delito.


	En lo que respecta al inciso segundo, propone derogarlo, dado que en virtud del incremento establecido para las inhabilidades, la pena se determinara independientemente de cuál fuera el monto defraudado y, además, porque la exigencia del ánimo de lucro en este inciso resulta incompatible con el tipo básico de la exacción ilegal. 


	En efecto, la conducta que se reprocha al funcionario público es la de exigir una contribución o un servicio personal bajo cualquier pretexto sin decreto de autoridad competente. 


	En esa medida, resulta irrelevante para los efectos de la cautela de los bienes jurídicos que se quiere proteger la circunstancia de que concurra el agente o elemento subjetivo especial cual es el ánimo de lucro o cualquier otro. 


	Lo propio, por tanto, no es establecer una pena agravada para tal supuesto específico sino que en el caso de que concurra el ánimo de lucro, reprimir legalmente la acción del funcionario mediante los delitos comunes establecidos en la legislación vigente.


--------


	En lo que respecta al aumento de la penalidad en el inciso primero, la Comisión fue de opinión de acoger el criterio del Senado.


	En relación con el inciso segundo, se hizo ver que existiría un problema, pues pareciera que sólo procedería la pena de la estafa, lo cual resulta bastante absurdo.


	Lo más lógico sería mantener este inciso y plantearse en él un concurso ideal,  dado que hay un solo hecho y varios delitos, para lo cual podría señalarse que esto no obsta a las sanciones por otros delitos conforme al Código Penal. 


	Para los efectos de la pena hay que partir del hecho de que en el concurso ideal hay autonomía de bienes jurídicos afectados y, también, por ello mismo, de normas infringidas.


--------


	Por las razones indicadas, la Comisión recomienda aprobar la letra a) del Nº 1), y rechazar, en cambio, la letra b), que deroga el inciso segundo de esta disposición, que se desea mantener vigente, con modificaciones.


Nº 2), nuevo, del Senado.


	Elimina los artículos 216, 217 y 218 del Código Penal, pertenecientes al párrafo 1 del Título V, denominado “Anticipación y prolongación indebida de funciones públicas.”


	El artículo 216 sanciona con suspensión del empleo o cargo y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, al que hubiere entrado a desempeñar un empleo o cargo público sin haber prestado en debida forma el juramento o fianza, o llenado las demás formalidades exigidas por la ley.


	El artículo 217 castiga al empleado público que continuare desempeñando su empleo, cargo o comisión después de que debiere cesar conforme a las leyes, reglamentos o disposiciones especiales de su ramo respectivo, con las penas de inhabilitación especial temporal para el cargo u oficio en su grado mínimo y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.


	El artículo 218 obliga al empleado culpable de cualquiera de los delitos penados en los dos artículos anteriores, que hubiere percibido emolumentos por razón de su cargo o comisión, a restituirlos con una multa del diez al quince por ciento de su importe.


	El artículo 219 sanciona al empleado público que legalmente requerido de inhibición, continuare procediendo antes de que se decida la contienda, con multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.


--------


	El Senado ha estimado que las conductas descritas en dichos preceptos deberían ser sancionadas por vía administrativa y no mediante la configuración de tipos penales, que debe estar reservada sólo para aquellas figuras que revistan mayor gravedad.


	Tuvo presente al respecto que, salvo los juramentos del Presidente de la República, los Diputados y Senadores, los miembros del Poder Judicial y otros altos funcionarios como Ministros y Subsecretarios, los funcionarios públicos no juran, sino que asumen sus funciones. 


	Por otra parte, de conformidad al artículo 14 del Estatuto Administrativo, la regla general es que los empleados públicos puedan asumirlas inmediatamente, aun cuando no se encuentre totalmente tramitado el decreto de su nombramiento en la Contraloría General de la República.


	Por otro lado, prácticamente todos los requisitos de ingreso a la Administración Pública, establecidos en el artículo 11 del Estatuto Administrativo, se acreditan a través de documentos, de la forma señalada en el artículo 12 y se acompañan al decreto o resolución de nombramiento.  


	De tal manera que, si los documentos públicos por medio de los cuales se intenta acreditar los requisitos de ingreso son alterados o falseados, los autores pueden ser sancionados con las penas del delito establecido en el artículo 194 del Código Penal, que castiga la falsificación de documento público cometida por particular. 


	En lo que respecta con el artículo 219, por último, el caso límite de dicha conducta se encuentra cubierto por el artículo 252 del Código punitivo, puesto que configura una forma de desobediencia frente a las órdenes de un superior en asuntos del servicio.


--------


	La Comisión recomienda aprobar la supresión de estos artículos por estar referidos a situaciones relacionadas con la anticipación y prolongación indebida de funciones públicas, materias que deben abordarse por la vía administrativa, en los respectivos estatutos del personal. 


Nº 3), nuevo, del Senado.


	Sustituye el artículo 220 del Código Penal, que sanciona al empleado público que, a sabiendas, nombrare o propusiere para cargo público a persona en quien no concurran los requisitos legales, con las penas de suspensión del empleo en su grado mínimo y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.


	El Senado ha reemplazo este artículo por considerar que se justifica castigar penalmente al funcionario que a sabiendas provee el cargo ilegalmente, designando en él a persona que se encuentra afecta a una inhabilidad legal,  por la gravedad de la infracción a sus deberes que involucra este hecho.


	La sanción es inhabilitación especial temporal en cualquiera de sus grados y multa de cinco a diez unidades tributarias mensuales.


--------


	La Comisión estuvo de acuerdo con la proposición del Senado, que agrava la penalidad, razón por la cual recomienda su aprobación.


Nº 2) de la Cámara de Diputados.


	Ha pasado a ser Nº 4).


Modifica el artículo 240 del Código Penal.


Ubicado en el párrafo relativo a los fraudes y exacciones ilegales, sanciona al empleado público que, directa o indirectamente, se interesare en cualquier clase de contrato u operación en que deba intervenir en razón de su cargo,� figura que se hace extensiva a los peritos, árbitros y liquidadores comerciales respecto de los bienes o cosas en cuya tasación, adjudicación, partición o administración intervinieren, y a los guardadores y albaceas tenedores de bienes.


	La pena es reclusión menor en su grado medio (541 días a 3 años), inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del diez al cincuenta por ciento del valor del interés  que hubiere tomado en el negocio.


	Las mismas penas se impondrán a las personas relacionadas en este artículo, si en el negocio u operación confiados a su cargo dieren interés a su cónyuge, a alguno de sus ascendientes o descendientes legítimos por consanguinidad o afinidad, a sus colaterales legítimos, por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive y por afinidad hasta el segundo, a sus padres o hijos naturales o ilegítimos reconocidos.


	Se le conoce con el nombre de "negociación incompatible" con el ejercicio de funciones públicas.


	Es un delito formal, ya que se perfecciona por la sola injerencia interesada del empleado, aun cuando no exista ánimo de lucro,  fraude ni ánimo de defraudar. 


	Junto con reconocer que esta norma legal ha sido útil para combatir casos de corrupción, con el fin de aumentar su eficacia, se añadió, entre las personas relacionadas, a los socios colectivos, comanditarios o de hecho del funcionario y a quienes tengan esa condición respecto de su cónyuge o sus ascendientes o descendientes.


	De igual forma, se agregó un inciso para hacer extensivas estas penas al empleado público que, abusando de su cargo,  ejerciera alguna profesión u oficio directamente relacionada con la esfera de sus atribuciones oficiales o interviniere directa o inmediatamente en empresas o asociaciones privadas con móvil de lucro. De esta forma, el autor  tiene que plantear sus exigencias actuando en el carácter que inviste dentro de la Administración.


	Esta nueva figura de negociación incompatible fue tomada del artículo 198 del Código Penal de España� y se le atribuye importancia en la represión de comportamientos funcionarios corruptos.


--------


	El Senado ha reemplazado esta modificación.


	En lo que respecta al inciso tercero, ha incorporado a las personas ligadas al empleado público por adopción.


	En  cuanto a la incorporación de los socios de hecho, colectivos o comanditarios del empleado público o que lo fueren de su cónyuge, ascendientes o descendientes, estimó que la norma no resultaba todo lo extensiva que debiera ser, porque no considera a otras sociedades, como las de responsabilidad limitada y anónimas, que son de muy común ocurrencia, y porque no contempla el caso en que el empleado público no tiene un interés personal, ya sea en forma directa o indirecta en la sociedad, sino que el interés es a través de un tercero, lo que también ocurre de manera frecuente.


	De esta forma, prefirió agregar un inciso cuarto nuevo a fin de considerar en forma diferenciada a quienes tuvieren con el empleado público  o con los referidos "parientes" un vínculo de carácter societario o comercial.


	De esta forma se incorporó al artículo 240 un inciso cuarto nuevo, en cuya virtud se aplican las mismas sanciones de la figura principal en caso que el empleado público beneficiare a terceros asociados con él o con algunos de sus parientes, o a sociedades, asociaciones o empresas en que dichos terceros o estas personas tuvieren interés social o ejercieran su administración en cualquier forma.


	En este nuevo inciso se ha dejado delimitado que, en caso de tratarse de sociedades anónimas, el interés social de que se habla sea superior al diez por ciento, por cuanto este porcentaje es demostrativo de una cierta importancia de la incidencia  que existe en la sociedad.


	En cuanto al nuevo inciso que agregaba la Corporación, el Senado lo ha eliminado. 


--------


	La Comisión ha estimado pertinente recomendar el rechazo de ambas adiciones o enmiendas, con el objeto de adecuar la normativa vigente a la nueva ley sobre filiación y, además, para insistir en la norma propuesta por la Corporación, que permite sancionar negociaciones incompatibles que hoy en día se dan con cierta frecuencia.


Nº 5, nuevo, del Senado.


	El Senado ha agregado un artículo 240 bis, para sancionar, con las mismas penas previstas en el artículo anterior,  al empleado público que, interesándose directa o indirectamente en cualquier clase de contrato u operación en que deba intervenir otro empleado público, ejerciere influencia en éste para obtener una decisión favorable a sus intereses, o al de las personas expresadas en el artículo precedente.


	En este casos, el juez queda facultado para imponer la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos u oficios públicos.


	El Senado ha propuesto esta norma porque, al analizar la disposición del inciso  final del artículo 240 aprobado por la Cámara de Diputados, llegó a la conclusión de que al describirse la primera hipótesis, es decir, el ejercicio por el funcionario público de alguna profesión u oficio directamente relacionada con la espera de sus atribuciones, se estaba omitiendo la exigencia de una prohibición legal de ejercicio de tal actividad. 


	Si lo que se desea es impedir la realización de actividades económicas al personal por su competencia pública resulta más apropiada la sanción administrativa.


-------


	La Comisión estimó pertinente recomendar el rechazo de esta enmienda, con el objeto de posibilitar su estudio conjunto con el artículo 240 y así poder propiciar, durante el trámite de la comisión mixta, la aprobación de los criterios sustentados por la Corporación en el primer trámite constitucional. 


Nº 3) de la Cámara de Diputados.


	Ha pasado a ser Nº) 6 en el texto del Senado.


	Sustituye el artículo 241 del Código Penal, que tipifica el delito de exacción ilegal de derechos o concusión, sancionando al empleado público que exigiere directa o indirectamente mayores derechos que los que le estén señalados por razón de su cargo, con multa del duplo al cuádruplo de la cantidad exigida.


	El culpable habitual de este delito incurrirá además en la pena de inhabilitación especial temporal para el cargo u oficio en su grado medio, esto es, de cinco años un día a siete años.


	En el nuevo artículo aprobado por la Corporación, se ha cambiado el verbo rector “exigiere” por “pidiere”, pues no puede quedar impune el funcionario que ilegalmente pide el pago de una contribución o derecho.


	A fin de evitar que pueda aplicarse una sanción penal al funcionario que por simple ignorancia o error cobra un derecho mayor que el que le está señalado, se juzgó conveniente introducir la expresión "a sabiendas o por  error o ignorancia inexcusables".


	Se ha eliminado, por último, el inciso que hace referencia a la habitualidad, que de ordinario es elemento del tipo, pero que en este caso actúa como circunstancia agravante, pues la doctrina no tiene una interpretación clara a su respecto.


--------


	El Senado ha sustituido el artículo por considerar inadecuada la equiparación punitiva  del delito en su forma dolosa y en la culposa, ya que este último siempre debe castigarse en forma más benigna que el primero, ya que el disvalor de acción es inferior. En cambio, cuando se ejecuta una conducta mediando dolo, el actor debe recibir un juicio de reproche considerablemente mayor.


	En lo que se refiere al cambio del verbo rector, ha mantenido el que contempla la norma vigente, esto es, “exigiere”, que, a su juicio, denota con precisión que la conducta merecedora de reproche penal no es una mera solicitud del funcionario a la cual el particular podrá negarse sin riesgo alguno para sus intereses, sino que un requerimiento que aparece revestido de fundamento legal.


--------


	La Comisión acordó recomendar el rechazo de esta enmienda, con el fin de insistir por  la normativa propuesta en el primer trámite constitucional y así, mantener el verbo rector “pidiere”; cambiar la pena por la de inhabilitación absoluta temporal, y contemplar, tal vez en un inciso separado, la situación del error o ignorancia inexcusable.


Nº 4), de la Cámara de Diputados.


	Agrega un artículo 241 bis, con el objeto de sancionar el delito de enriquecimiento ilícito, en el que incurrirá el empleado público que durante el ejercicio de su cargo o de sus funciones obtuviere injustificadamente un incremento patrimonial cuya procedencia no pudiere justificar al ser requerido por la autoridad administrativa, a menos que el hecho constituya un delito de mayor gravedad.


	El empleado debe tener un enriquecimiento real, el cual no debe tener justificación.


	La concurrencia de ambos elementos demuestra un enriquecimiento sin causa justa por parte del funcionario público, la existencia de negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función pública y, por ende, una violación del principio de la probidad administrativa.


	La pena propuesta es de la presidio menor en sus grados mínimo a máximo (61 días a 5 años).


	En el caso de que el empleado actúe por interpósita persona, ésta recibe una pena de presidio menor en su grado mínimo.


--------


	El Senado lo ha rechazado por diversas consideraciones.


	La disposición infringiría el principio de tipicidad que sustenta el artículo 19, N° 3, de la Constitución Política, en cuya virtud "ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella". 


	En efecto, la estructura penal que se propone no establece cuál es la conducta, es decir, el acto u omisión que es ilícito, sino que sanciona un determinado resultado, que consiste, en obtener en forma injustificada un incremento patrimonial para sí o para otra persona sin que pudiera justificarlo ante la autoridad administrativa competente.


	Tal como está formulado el artículo no describe una conducta sino que una situación de hecho a partir de la cual presume la comisión previa de un delito. 


	El delito que se entiende cometido si un funcionario no justifica su enriquecimiento no aparece definido en la ley. 


	Se castiga, entonces, la producción de un determinado resultado, que consiste, como se ha dicho, en que el empleado público obtenga un incremento patrimonial para sí o para otra persona sin que pueda justificarlo ante la autoridad administrativa. 


	La sola referencia a obtener un enriquecimiento injustificado no constituye descripción de una conducta punible, toda vez que su licitud no aparece definida por parámetro alguno y su determinación quedará por entero entregada a la discrecionalidad del juez. 


	Se agrava lo anterior en cuanto la norma persigue cubrir situaciones no comprendidas en otros tipos penales por lo cual puede estimarse que cubre principalmente situaciones que no se hayan descritas como delitos en la ley. 


	Por otra parte, la disposición altera el peso probatorio u onus probandi, ya que entrega la obligación de demostrar que la ganancia obtenida es lícita, no a quien efectúa la denuncia de la irregularidad, sino a la persona que la ha obtenido, suponiendo que ella es contraria a derecho si no logra demostrar su origen lícito.


	Vulnera también el principio de presunción de inocencia, puesto que no sólo invierte la carga de la prueba en perjuicio del afectado sino que, además, da por establecido el delito sin necesidad de que existan pruebas concretas de su comisión. 


	Bastará con que el empleado público no pueda demostrar la procedencia de sus ingresos para que se entienda que los ha conseguido ilícitamente e incurra en este delito.


--------


	La Comisión acordó recomendar el rechazo de la enmienda del Senado, con el objeto de tratar de mantener en la comisión mixta el texto de la Cámara de Diputados, definiendo de mejor forma la conducta, clarificando quién puede efectuar la petición y cuál es el procedimiento al cual debe ceñirse.


	Ha de hacerse constar que la Comisión de Ética Pública recomendó en su informe incorporar esta figura al catálogo de delitos contemplado en el Código Penal, pero con la prevención de que ello debía hacerse respetando los derechos constitucionales de las personas.


Nº 7, nuevo, del Senado.


	El Senado ha incorporado una enmienda en el artículo 246, con el fin de complementar el reproche penal para determinadas conductas asociadas con la violación de secretos. 


	Las hipótesis que se describen y sancionan son las del empleado público que revele los secretos de que tenga conocimiento por razón de su oficio o entregue indebidamente papeles o copia de papeles que tenga a su cargo y que no deban ser publicados.


	Las penas que se establecen se agravan si de la revelación o entrega resultare grave daño para la causa pública.


	En el inciso nuevo que se propone, se contemplan sanciones para el empleado público que indebidamente anticipe, en cualquier forma, el conocimiento de documentos, actos o papeles que tenga a su cargo y que deban ser publicados.


	Tal situación, que resiente la fidelidad funcionaria, por motivos que pueden ser de muy diversas naturaleza pero desvinculados del estricto cumplimiento de sus funciones, coloca al interesado en una situación de privilegio respecto de las demás personas, lo que le permite realizar actos o incurrir en omisiones que favorecen sus propios intereses.


--------


	La Comisión recomienda aprobar esta enmienda.


Nº 8, nuevo, del Senado.


	Agrega, en el párrafo relativo a la violación de secretos, un artículo 247 bis, con el fin de sancionar el uso abusivo de secretos o de información concreta reservada de que tuviera conocimiento el empleado público en razón de su cargo y que le permitiera obtener un beneficio económico para sí o para un tercero, materia que en el texto aprobado por la Corporación figuraba en el artículo 259 bis B, al sancionar el uso indebido de secretos o información privilegiada, con algunas variables en su redacción. 


-------


	La Comisión acordó recomendar la aprobación de esta disposición.


	Sin perjuicio de ello, fue partidaria de que se estudie, en el trámite de la comisión mixta, la conveniencia de incorporar una norma, al final de las disposiciones generales, para regular el tema de las inhabilidades que pesan sobre los empleados públicos que cometen alguno de estos delitos.


Nos. 5), 6) y 7) de la Cámara.


	Estos números sustituyen los artículos 248 y 249, y modifican el artículo 250 del Código Penal, incluidos en el párrafo relativo al cohecho.


	El Senado los ha reemplazado por uno, signado con el número 9), por el cual sustituye los artículos 248, 249, 250 y 251.


	Desde un punto de vista de ordenamiento sistemático de las disposiciones, parte del caso menos grave, remuneración por acto lícito no sujeto a ella (art. 248); sigue con uno más grave, remuneración por acto u omisión ilícitos (art. 248 bis), y termina con el caso de mayor gravedad, cual es la remuneración por la comisión de un delito (art. 249). 


--------


	La Comisión analizó estas disposiciones en su conjunto, por la íntima relación que existe entre ellas.


	Fruto del referido análisis, acordó, como criterio general, recomendar el rechazo del número 9) del Senado y, consecuencialmente, de todos los artículos que lo conforman, con el objeto de insistir, en el trámite de la comisión mixta, en las disposiciones aprobadas por la Corporación, con las modificaciones que se estimen pertinentes para mejorar su contenido, si fuere del caso.


	Sin perjuicio de lo anterior y para cumplir con el mandato reglamentario, se indica, a continuación, el sentido y alcance de cada una de las normas propuestas.


Artículo 248 de la Cámara de Diputados.


	Ubicado, al igual que los artículos 249 y 250, en el párrafo relativo al cohecho, sanciona al empleado público que por dádiva o promesa cometiere alguno de los crímenes o simples delitos expresados en este título (esto es, los delitos ministeriales que puede cometer el funcionario público en el desempeño de su cargos), aplicándole, además de las penas señaladas para ellos, la de inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa de la mitad al tanto de la dádiva o promesa aceptada.


	El bien jurídico tutelado es el decoro, el prestigio y el correcto funcionamiento de la administración pública.


La disposición aprobada tiende a sancionar al empleado público que pide o acepta recibir dinero u otros bienes, o cualquier ventaja, aunque no tenga significación económica, por incurrir en una acción u omisión relativa al ejercicio de su cargo que constituyere delito, con la penas de presidio menor medio a máximo (de 541 días a 5 años) e inhabilitación  especial perpetua para el cargo u oficio, sin perjuicio de las penas que correspondiere para el delito propuesto o acordado, en caso que se llegare a cometer.


Si lo pedido u ofrecido se recibiere, el delito de sanciona, además, con multa del tanto al triplo de la dádiva.


En la actualidad, acorde con la jurisprudencia judicial, si no hay acto ejecutado u omitido, no hay delito, aunque la “coima” haya sido pedida, exigida, e incluso, percibida.


El delito de cohecho es una figura de acción bilateral, por cuanto supone la concurrencia de dos voluntades en un mismo actuar: la del cohechador y la del cohechado, la del que corrompe y la del que se deja corromper


	En la disposición aprobada, se termina con el carácter bilateral del delito, eliminándose como requisito del mismo el que se produzca concurso de voluntades entre el empleado público que pide una “coima” y el particular que acepta pagarla; o al revés, entre el particular que ofrece una “coima” y el empleado público que admite recibirla.


	El particular que ofrece la “coima”, o admite pagarla, debe ser sancionado con las mismas penas que el empleado público que la pide o acepta, excepto la de inhabilitación y suspensión. Así se establece en el artículo 250.


	El cohecho se sanciona aun cuando el acto motivado o que se pretende motivar mediante la “coima” no sea constitutivo de delito ni injusto, criterio que se refleja en este artículo y en el siguiente.


---------


	El Senado ha reemplazado este artículo, entre otras razones, para castigar expresamente la solicitud de mayores derechos de los señalados para el cargo, pero dentro de las hipótesis de cohecho, junto con la conducta de solicitar o aceptar beneficios económicos cuando no se tiene derecho a obtenerlos.


	Conforme a ello, en este artículo se consideran ambas situaciones como constitutivas de cohecho, es decir, el hecho de solicitar o aceptar recibir mayores derechos de los que le están señalados por razón de su cargo,  y el de solicitar o aceptar recibir un beneficio económico, para sí o un tercero, para ejecutar o por haber ejecutado un acto propio de su cargo en razón del cual no le están señalados derechos. 


	La pena es de suspensión en cualquiera de sus grados y multa de la mitad al tanto de los derechos o del beneficio solicitados o aceptados.


	En cuanto a la pena, ha de hacerse constar que el Senado optó, como criterio, establecer la suspensión e inhabilitación como herramientas prioritarias para proteger el orden de la función pública, junto con la multa.


	La pena privativa de libertad sólo se establece para el caso de cohecho para la realización de un acto ilícito, situación que se prevé en el artículo 248 bis.


	En la descripción de la conducta, el Senado eliminó la expresión “directa o indirectamente”, por considerar que la posibilidad de que la exigencia sea efectuada “indirectamente” podría estimarse impropia, por la naturaleza misma de la conducta. 


	Lo directo o indirecto de la exigencia no se refiere a los modos de comisión del delito, sino a las distintas formas de comunicación personal que puede emplear el agente para perpetrarlo.


	Al describir los verbos rectores del cohecho como “solicitare o aceptare recibir”, pasa a ser un delito formal, que se consuma por la mera solicitud o aceptación, siendo indiferente la circunstancia de que se cometa o no el otro delito funcionario. Si se perpetra, el empleado será castigado, además de las penas del cohecho, con las penas aplicables al delito cometido.


Artículo 248 bis, nuevo, del Senado.


	Sanciona al empleado público que solicitare o aceptare recibir para sí o para un tercero, para omitir o por haber omitido un acto debido propio de su cargo, o por ejecutar o haber ejecutado un acto con infracción a los deberes del cargo.


	La pena es de reclusión menor en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años), más la pena de inhabilitación especial o absoluta para cargos u oficios públicos temporales en cualquiera de sus grados y multa del tanto al duplo del provecho solicitado o aceptado.


	Si la infracción al deber del cargo consistiere en ejercer influencia en otro empleado público para obtener de éste una decisión que pueda generar un provecho para un tercero interesado, se aplican las mismas sanciones anteriores, con la salvedad de las privativas de libertad.


Artículo 249 de la Cámara de Diputados.


	La disposición vigente sanciona al empleado público que por dádiva o promesa ejecutare un acto obligatorio propio de su cargo, no sujeto a remuneración, con una multa de la mitad al tanto de la dádiva o promesa aceptada.


	En la misma multa sola o acompañada de la inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio, incurrirá el empleado que omitiere por dádiva o promesa un acto debido propio de su cargo.


	Esta exigencia obliga a indagar la competencia del funcionario.


	Lo que sanciona este artículo es el pacto venal. Por lo tanto, la consumación se determina en el perfeccionamiento de dicho pacto. Como la acción es la de recibir dinero o dádivas, la consumación se da en el momento en que se los recibe, con independencia de que el funcionario cumpla o no con la realización u omisión acordadas.


--------


	La disposición aprobada por la Corporación establece que se aplicarán las mismas penas previstas en el artículo anterior si la acción u omisión relativa al ejercicio del cargo no es constitutiva de delito pero es ilícita y se lleva a cabo. 


Si no se lleva a cabo, la pena privativa de libertad será presidio menor en su grado medio. (541 días a 3 años).


Si la acción no fuere ilícita y no debiere ser retribuida, la pena privativa de libertad será presidio menor en su grado mínimo. (61 a 540 días) 


--------


	El Senado ha sustituido este artículo con el fin de sancionar al empleado público que solicitare o aceptare recibir un beneficio económico para sí o para un tercero para cometer alguno de los crímenes o simples delitos expresados en este título (el V, relativo a los crímenes y simples delitos cometidos por empleados públicos en el desempeño de sus cargos), o en el párrafo 4 del título III (de los agravios inferidos por funcionarios públicos a los derechos garantidos por la Constitución).


	La pena es inhabilitación especial perpetua e inhabilitación absoluta temporal, o bien, inhabilitación absoluta perpetua para cargo u oficios públicos, más multa del tanto al triplo del provecho solicitado o aceptado.


	Lo anterior, sin perjuicio de la pena aplicable al delito cometido por el empleado público.


	Si la pena resultare inferior a la señaladas para el sobornante en el artículo 250, se aplicará al empleado esta última.


	Se liga la acción u omisión a la comisión de delitos que sean propiamente funcionarios, como lo son los que se indican.


	Se eliminan las penas privativas de libertad por considerar que ellas resultan carentes de significado para el caso de que se trata, de cohecho para la comisión de un delito, porque bastará estarse a las penas del delito que reprime el disvalor de esa conducta. 


El disvalor del cohecho encuentra una adecuada correspondencia con el uso de penas privativas de derechos, como es la inhabilitación, y la multa, asociada al lucro obtenido o esperado.


Artículo 250 de la Cámara de Diputados.


	La disposición vigente sanciona al sobornante con las penas correspondientes a los cómplices en los casos respectivos, excepto las de inhabilitación y suspensión, lo que significa, al tenor de lo preceptuado en el artículo 51 del Código Penal, que se les impondrá la pena inmediatamente inferior en grado a la señalada por la ley.


	Cuando el soborno mediare en causa criminal en favor del procesado por parte de su cónyuge o algún pariente cercano, el sobornante es sancionado con una multa igual a la dádiva o promesa.


	Se refiere este artículo al cohecho activo, el que califica de soborno, que sanciona al particular que induce a la corrupción, en oposición al cohecho pasivo, que pena al funcionario que se deja corromper.


--------


	En la disposición aprobada por la Cámara, se sustituye el inciso primero, con el fin de sancionar al que, directa o indirectamente, actuare como sobornante, haciendo la oferta al empleado público, con las mismas penas previstas en los casos respectivos, excepto la de inhabilitación. En iguales penas incurrirá si acepta las solicitudes del funcionario público.


	Asimismo, se suprime el inciso segundo, que impone al sobornante una multa igual a la dádiva o promesa, si el soborno mediare en causa criminal a favor del procesado por parte de su cónyuge o parientes cercanos.


Con ello, las personas a que se refería el precepto suprimido serán sancionadas con las penas establecidas en el inciso primero.


--------


	El Senado ha sustituido este artículo con el fin de concebir el cohecho activo como un delito autónomo y de sancionarlo con las mismas penas que corresponden al sobornado, poniendo así término al actual tratamiento más benigno para el particular.


	Lo anterior, con el fin de seguir la orientación del derecho comparado, en cuanto se reconoce que el cohecho pasivo es un delito distinto del cohecho activo, con bienes jurídicos también distintos: el quebrantamiento del deber y la confianza depositada en el funcionario (cohecho pasivo), y el respeto que se debe al normal y correcto funcionamiento de los órganos estatales (cohecho activo).


	En esa línea, modificó la descripción de la conducta y precisó la asimilación de la pena del sobornante a la pena del funcionario, de acuerdo a las distintas situaciones que se contemplan a propósito del cohecho pasivo en los artículos anteriores.


Artículo 250 A, del Senado.


	El Senado no estuvo de acuerdo en la supresión del inciso segundo del artículo 250 vigente, por considerar que esa norma actual se justifica por razones de menor exigibilidad de un comportamiento afectado a derecho.


	Esa norma guarda relación con la eximente de encubrimiento entre parientes (art. 17, inciso final) y con el trato privilegiado del falso testimonio a favor del procesado (art. 206 en relación con el 207).


	En esa medida, mientras no se efectúe una reforma integral al Código Penal, consideró preferible respetar sus principios generales de valoración y sus propias excepciones a dichos principios.


	Desde un punto de vista formal, prefirió contemplar esta atenuación en un  artículo separado. 


	El nuevo texto contiene cambios destinados a reducir el beneficio a aquellos casos en que el soborno tuviere por objeto que el empleado efectuare conductas u omisiones lícitas o ilícitas, pero no constitutivas de delitos funcionarios; suprimir las diferencias entre el parentesco legítimo e ilegítimo, y aplicar la multa que corresponda conforme a las disposiciones relativas al cohecho pasivo.


Artículo 250 B, del Senado.


	Este artículo fue incorporado a instancias del Ministro Secretario General de la Presidencia, don Genaro Arriagada Herrera, quien fue partidario de incorporar una excusa legal absolutoria que permitiera, conjuntamente con facilitar la investigación criminal, otorgar un aliciente a aquellos particulares que manifiesten signos claros y evidentes de su arrepentimiento y, asimismo, la incorporación de alguna forma de recompensa, como una atenuante muy calificada, para los empleados públicos que, aun recibiendo beneficios, denunciaren el hecho de la misma forma que el particular.


	Se hace constar en el informe respectivo que la Comisión de Ética Pública propuso incorporar a nuestra legislación mecanismos de incentivo para facilitar las denuncias de los actos de corrupción, especialmente teniendo en cuenta el carácter oculto y soterrado de tales conductas.


	La mera existencia de una causal eximente de esta naturaleza constituiría un notable desincentivo para la comisión del delito de cohecho por parte del empleado público, ya que desaparecerá la impunidad que antes le garantizaba la incriminación del agente privado que accede al pago del soborno.


	La disposición que se comenta establece un conjunto de disposiciones que contemplan el otorgamiento de una excusa legal absolutoria, la atenuación de la pena o la concurrencia de una atenuante muy calificada, dependiendo de que la acción haya consistido en aceptar recibir el beneficio o consentir darlo, según cuál sea el sujeto, o haberlo solicitado u ofrecido, en los mismos casos, y el hecho de que en definitiva el beneficio haya sido recibido o dado, o no lo haya sido.


Artículo 251, del Senado.


	La disposición vigente establece que, en todo caso, caerán en comiso las dádivas.


	El Senado ha reemplazado este artículo.


	Dado que ha desaparecido de la tipificación del cohecho el concepto de “dádiva”, se le ha reemplazado por el de “beneficio económico”.


	Junto con lo anterior, se contemplan reglas especiales para la aplicación de las penas de suspensión e inhabilitación que correspondieren como accesorias a las penas privativas de libertad, cuando se trate de las situaciones contempladas en los nuevos artículos 249 y 250.


	Lo anterior, para asegurar la aplicación de la pena más severa.


Nº 8, de la Cámara de Diputados.


	Agrega un párrafo 12 bis en el título V del Libro II del Código Penal, para sancionar el tráfico de influencias y el uso indebido de secretos e información privilegiada, artículos 259 bis, 259 bis A y 259 bis B.


	La Comisión de Ética Pública sugirió incorporar estas normas, definiendo el delito de tráfico de influencias como aquel que tiene por objeto penalizar el uso de influencias que derivan de la posición o cargo que ocupa un agente público o particular que, prevaleciéndose de dicha situación, influye en otro funcionario público o en un particular para obtener de esta manera injustamente un beneficio económico, directa o indirectamente, para sí o para un tercero.


	El delito de uso indebido de información privilegiada, como aquél que tiene por objeto penalizar a aquel agente público o autoridad que, teniendo acceso, por razón de su oficio o cargo, a secreto o información privilegiada, usare dicha información para obtener un beneficio económico para sí o para un tercero.


--------


	El Senado ha suprimido este número, por las razones que se indicarán al analizar cada artículo en particular.


	La Comisión ha acordado recomendar el rechazo de la enmienda introducida por el Senado, con el fin de permitir una revisión más exhaustiva de toda esta normativa en el trámite de la comisión mixta y determinar, con mayores antecedentes su procedencia o improcedencia.


--------


	Ha de recordarse, como fundamento de estas disposiciones, que los autores de la moción precisan que en todos los países del mundo y, particularmente, en aquellos que políticamente han evolucionado hacia la democracia, o que luchan por conservarla, se han hecho y se hacen intentos para castigar penalmente formas actuales de corrupción que no están claramente sancionadas por sus "envejecidos" Códigos Penales, las principales de las cuales son el tráfico de influencias y el uso indebido de secretos e información privilegiada �.


	Inspirados en la ley española de marzo de 1991 y en los avances en la materia producidos en relación con la ley del mercado de valores�, proponen incorporar en el Código Penal este tipo de conductas.


Artículo 259 bis de la Cámara de Diputados.


	La Corporación ha acordado incorporar un artículo que sanciona al empleado público que, con abuso de su cargo, influyere indebidamente sobre una persona para conseguir, mediante una acción u omisión de ésta, un beneficio económico directo o indirecto para sí o para tercero.


La pena es presidio menor en su grado medio a máximo  y suspensión de cargo u oficio público o profesión titular. 


Si el beneficio económico se obtuviere, el delito se sancionará, además, con multa del tanto al triplo del mismo. 


Si la persona influida fuere otro funcionario público, la pena privativa de libertad se aplicará en su grado máximo.�


	La conducta típica está señalada por el verbo "influir", es decir, se trata de sancionar que alguien pueda incidir en el proceso motivador que conduce a un funcionario a adoptar una decisión en un asunto relativo a su cargo.


	En ningún caso constituye el tipo la simple influencia, pues no se trata de penalizar la recomendación. Lo que se pretende  sancionar es el influir con abuso del cargo. 


--------


	El Senado lo ha rechazado, entre otras consideraciones, por estimar que no sanciona propiamente el tráfico de influencias, sino que una modalidad de concusión, es decir, la obtención de un provecho patrimonial de parte de un funcionario público mediante un ejercicio abusivo de sus potestades.


	Por lo mismo, acordó incluir la conducta sancionada dentro de la negociación incompatible (art. 240 bis) y en el cohecho (art. 248 bis, inciso segundo).


Artículo 259 bis A de la Cámara de Diputados.


	Sanciona al que abusando de cualquier situación de preeminencia en la sociedad o de su relación personal con un funcionario público, influyere indebidamente en éste para conseguir, para sí o para un tercero,  beneficios o ventajas económicas de cualquier tipo, con presidio menor en su grado mínimo a medio y multa del tanto al duplo del beneficio pretendido u obtenido.


	La utilización de la forma verbal “abusando” tiende a connotar el uso indebido, excesivo o injusto de la situación de preeminencia social.


--------


	El Senado lo ha rechazado por considerar que la conducta que se propone sancionar no es clara.


	El empleo de elementos normativos, como “abuso de posición de preeminencia social”, “abuso de relación personal”, que son conceptos indeterminados y, por lo mismo cuestionables, no satisfacen las exigencias de tipicidad de la conducta, lo que lo transforma en un tipo penal de dudosa constitucionalidad.


	Dado que la figura descrita no tiene como sujeto activo al empleado público, no debería quedar ubicado dentro del título relativo a los crímenes y simples delitos cometidos por empleados públicos en el ejercicio de sus cargos.


	En la especie, tanto el particular como el empleado atentan contra la buena marcha de la Administración, uno al influir y el otro al dejarse influir, por lo que el castigo debería recaer sobre ambos, como se establece, por ejemplo, en materia de cohecho.


Artículo 259 bis B de la Cámara de Diputados.


	Sanciona al funcionario público que teniendo acceso, en razón de su cargo, a un secreto o a  información reservada o privilegiada, se valiere de ello para obtener, para sí o para terceros, beneficios o ventajas económicas de cualquier tipo.


La pena es presidio menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años).


Si el beneficio o ventaja se obtuviere, se aplicará, además, multa del tanto al triplo del beneficio o ventaja obtenidos.�


	La utilización de secretos o de informaciones que aún no han trascendido para conseguir un beneficio económico, es una forma de lucro bastante frecuente en el mundo de los negocios y, hasta cierto punto, consustancial con él.


	Vulnera el principio de igualdad y de libre concurrencia que caracteriza la economía de mercado.


	En Chile se ha abordado el tema en la Ley de Mercado de Valores, como ya se ha tenido ocasión de expresar.


--------


	El Senado ha rechazado este artículo, por diversas consideraciones que se consignan en los informes respectivos, entre las cuales cabe destacar las siguientes, la mayoría expresadas por el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.


	Por no contener una definición de lo que se entiende por información privilegiada o reservada.


	Por describirse la acción como “valerse” de la información para “obtener” un beneficio económico, en circunstancias de que no se necesitaría el resultado obtenido para ser sancionado. “Valerse” de la información es servirse de ella o utilizarla con fines lucrativos.


	Menciones como estas producirían  una indefinición del iter criminis y son especialmente dificultosas para el intérprete, cuando deben decidir en qué momento han terminado los actos preparatorios y comenzado los ejecutivos.


	Desde un punto de vista de la ordenación sistemática, existiría falta de conexión de este delito con el de tráfico de influencia.


	Por eso, en la medida que existe un párrafo dedicado en este mismo título a la “violación se secretos”, optó por trasladar este delito a ese párrafo, como artículo 247 bis, utilizando la enunciación típica ocupada en el artículo 368, inciso primero, del Código Penal español, en el sentido de castigar a “el empleado público que, haciendo uso de un secreto o información concreta reservada, de que tenga conocimiento en razón de su cargo, obtuviere un beneficio económico para sí o tercero...”


	De esa manera, sirve de complemento a las normas que allí se contemplan, toda vez que actualmente no existe sanción penal para quien haga uso abusivo de un secreto, o, lo que es lo mismo, de información reservada.


Nº 9 de la Cámara de Diputados.


	Agrega un artículo 268 bis al Código Penal, para sancionar al que, por cualquier medio fraudulento o mediante engaño, induzca a un funcionario público para obtener un acto administrativo contrario a la ley.


	La sanción que se le impone es la de presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años).


	Se busca resguardar la dignidad, el prestigio o decoro del funcionario público, menoscabados con el fraude o engaño del particular.


--------


	El Senado lo ha suprimido, entre otras consideraciones, por las siguientes.


	La conducta sancionada es vaga y se podría castigar incluso la inducción que no se traduce en la comisión de la ilegalidad administrativa.


	No se precisa si el engaño versa sobre la legalidad del acto administrativo cuya comisión se induce o sobre algún aspecto que condicione la conducta del funcionario.


	La voz “fraude”, debe ser entendida como un engaño que afecta a la Administración, en donde el bien jurídico no es, principalmente la función pública.


	La hipótesis propuesta es demasiado general y no describe claramente la conducta sancionada, por lo que su objeto sería tan amplio como sancionar a todo aquel que engañe a un funcionario público, haciéndole incurrir en ilegalidad.


	El fraude al Fisco, establecido en el artículo 239 del Código Penal, cubriría suficientemente las hipótesis delictivas en que se produce perjuicio al erario fiscal. �


--------


	La Comisión ha acordado recomendar el rechazo de la enmienda introducida por el Senado


Artículo 2º de la Cámara de Diputados.


	Modifica el artículo 84 del Estatuto Administrativo, con el fin de proteger al funcionario público acusado  injustamente de corrupción, permitiendo que el Jefe Superior del Servicio o el Ministro de Estado respectivo, sostengan la acción civil y criminal para hacer efectivas las responsabilidades derivadas del delito de denuncia o acusación calumniosas.


	Responde al ánimo del legislador de velar por la respetabilidad de la función pública, instituyendo un procedimiento especial de acción en aquellos casos en que a un funcionario se le agreda, injurie o calumnie con motivo del desempeño de sus funciones.


--------


	El Senado ha rechazado este artículo por estimar que la legislación vigente y la jurisprudencia administrativa emanada de la Contraloría General de la República llevan a concluir que el precepto que se propone es innecesario, ya que son suficientes las reglas en actual vigor. 


	En efecto, el órgano contralor ha señalado que la presentación de una denuncia infundada en contra de un funcionario público puede comprometer la responsabilidad administrativa, civil o penal del denunciante y confiere el derecho al afectado para requerir que se persigan tales responsabilidades. 


	La circunstancia de que el funcionario público se haya acogido a jubilación no obsta a su derecho a requerir que se persiga la responsabilidad de personas que presentaron una denuncia falsa en su contra en la época en que desempeñaba su cargo. 


	Sin perjuicio de que el nuevo inciso es un tanto inoficioso, la Comisión advirtió un claro vicio de inconstitucionalidad, por cuanto el artículo 62, inciso cuarto, número 2 de la Constitución Política de la República le otorga al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para la determinación de las funciones o atribuciones de los servicios públicos.


---------


	La Comisión acordó recomendar la aprobación de esta enmienda y, por lo tanto, el rechazo de este artículo.


Artículo 3º de la Cámara de Diputados.


	Modifica el artículo 88 de la ley Nº 18.883, que contiene el Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, con la misma finalidad que el anterior, pero circunscrita al ámbito de los funcionarios municipales.


--------


	El Senado ha rechazado este artículo, por las mismas consideraciones expresadas respecto del artículo 2º del proyecto.


--------


	La Comisión, como en el caso anterior, ha acordado recomendar la aprobación de esta enmienda.


Artículo 2º, nuevo, del Senado.


	Añade un inciso al artículo 1º del decreto con fuerza de ley Nº 707, de 1982, del Ministerio de Justicia, Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques.


	El inciso que se sugiere extiende la actual facultad de los tribunales de justicia para levantar el secreto bancario, en orden a facultar al juez para ordenar la exhibición del movimiento completo de la cuenta corriente y sus saldos cuando se trate de causas criminales seguidas en contra de funcionarios públicos, procesados por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones. 


	Cabe hacer presente que la actual disposición limita el alcance de esta excepción al secreto bancario a determinadas partidas de la cuenta corriente, tratándose de causas civiles y criminales que se sigan en contra del librador.


	La disposición intenta conjugar dos bienes jurídicos de gran relevancia: el secreto de las cuentas corrientes bancarias y la probidad de las actuaciones de los funcionarios públicos. 


--------


	La Comisión ha acordado recomendar la aprobación de esta disposición nueva del Senado. 


Diputado Informante.


	Se designó Diputado Informante al señor Juan Bustos Ramírez.


.	Sala de la Comisión, a 16 de junio de 1999.


























	Acordado en sesiones de 2  y 16 de junio de 1999, con asistencia de los Diputados Sergio Elgueta Barrientos (Presidente), Francisco Bartolucci Johnston, Juan Bustos Ramírez, Juan Antonio Coloma Correa, Aldo Cornejo González, Alberto Espina Otero, Pía Guzmán Mena, Arturo Longton Guerrero, Sergio Ojeda Uribe, Laura Soto González e Ignacio Walker Prieto. 
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� El proyecto ingreso a trámite legislativo el 12 de abril de 1994. La Corporación lo despachó, en primer trámite constitucional el 6 de diciembre del mismo año. El Senado lo hizo, en segundo trámite constitucional, el 15 de septiembre de 1998.


�Importa una infracción a una prohibición legal estatutaria que le impide intervenir, en razón de sus funciones, en asuntos en que tengan interés él, su cónyuge, sus parientes consanguíneos hasta el tercer grado inclusive o por afinidad hasta el segundo grado, y las personas ligadas a él por adopción (Art. 78 del Estatuto Administrativo).


�Art. 198 Código Penal de España: "La autoridad o funcionario público que, prevaliéndose de su cargo, ejerciere alguna profesión directamente relacionada con la esfera de sus atribuciones oficiales o interviniera directamente o indirectamente en empresas o asociaciones privadas con móvil de lucro, incurrirá en la pena de inhabilitación especial y multa de 100.000 a 5.000.000 de pesetas."


� A principios de 1990, algunos escándalos y acusaciones de corrupción política, en España, determinados al parecer por problemas de financiación de partidos políticos, precipitaron la presentación de un proyecto de ley de reforma del Código Penal, para introducir un nuevo precepto, el artículo 404 bis, destinado a sancionar el llamado "tráfico de influencias".


Tras diversos avatares, el proyecto cuajó en la Ley Orgánica 9/1991, que no sólo introdujo ese delito, sino que reformó también los artículos 367 y 368, dándole al Capítulo IV del Título VII del Libro II, la siguiente rúbrica: "De la revelación de los secretos e informaciones y de la información privilegiada y su uso indebido".


�El título XXI de la Ley N° 18.045, sobre Mercado de Valores, trata de la información privilegiada.


Su artículo 164 entiende por tal cualquier información referida a uno o varios emisores de valores, a sus negocios o a uno o varios valores por ellos emitidos, no divulgada al mercado y cuyo conocimiento, por su naturaleza, sea capaz de influir en la cotización de los valores emitidos...


Su artículo 165 previene que cualquier persona que en razón de su cargo, posición, actividad o relación tenga acceso a información privilegiada, deberá guardar estricta reserva y no podrá utilizarla en beneficio propio o ajeno, ni adquirir para sí o para terceros, directa o indirectamente, los valores sobre los cuales posea información privilegiada.


Asimismo, se les prohíbe valerse de la información privilegiada para obtener beneficios o evitar pérdidas, mediante cualquier tipo de operación con los valores a que ella se refiere... 


�Art. 404 bis a) del Código Penal de España: "El funcionario público o autoridad que influyere en otro funcionario público o autoridad prevaliéndose del ejercicio de las facultades de su cargo o de cualquier otra situación derivada de su relación personal o jerárquica con éste o con otro funcionario o autoridad y consiguiere una resolución, obteniendo por ello un beneficio económico para sí directa o indirectamente o para tercero, será castigado con las penas de arresto mayor, inhabilitación especial y multa por el importe del valor del beneficio obtenido."


Las penas de arresto mayor van desde un mes un día a seis meses.


�Art. 368 del Código Penal de España: "El funcionario público o autoridad que, haciendo uso de un secreto de que tenga conocimiento por razón de su oficio o cargo, o de una información privilegiada, obtuviere un beneficio económico para sí o tercero, será castigado con penas de inhabilitación especial y multa por el importe del valor del beneficio obtenido o facilitado. Si resultare daño para la causa pública o para tercero, las penas serán las de prisión menor e inhabilitación especial.


A los efectos de este artículo, se entiende por información privilegiada toda información de carácter secreto que se tenga exclusivamente por razón del oficio cargo públicos y que no haya sido notificada, publicada o divulgada.".


La prisión menor va de seis meses un día a seis años.


� Art. 239. El empleado público que en las operaciones en que interviniere por razón de su cargo, defraudare o consintiere que se defraude al Estado, a las Municipalidades o a los establecimientos públicos de instrucción o de beneficencia, sea originándoles pérdida o privándoles de un lucro legítimo, incurrirá en las penas de presidio menor en sus grados medio a máximo, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del diez al cincuenta por ciento del perjuicio causado.
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